
60 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional. VoL I

preceptos de la constitución y según la práctica en Fran-
cia, no era necesaria la ratificación para la entrada en
vigor.
98. Es probable que muchos gobiernos no se hayan
pronunciado al respecto y que otros muchos sigan esti-
mando que la necesidad de ratificación depende de la
denominación del instrumento. En los Estados Unidos,
lo único que determina si un acuerdo se halla sujeto a
ratificación es su contenido. A algunos tratados se los
considera «acuerdos ejecutivos» en tanto que, a veces,
un simple canje de notas exige un acto formal de ratifi-
cación. A su juicio, no es la forma sino el contenido lo
que debe decir si la ratificación es o no necesaria.

Se levanta la sesión a las 13 horas.

784.a SESIÓN

Viernes 14 de mayo de 1965, a las 10 horas

Presidente: Sr. Milan BARTOS

Presentes: Sr. Ago, Sr. Amado, Sr. Briggs, Sr. Cas-
tren, Sr. El-Erian, Sr. Jiménez de Aréchaga, Sr. Lachs,
Sr. de Luna, Sr. Pal, Sr. Paredes, Sr. Pessou, Sr. Reu-
ter, Sr. Rosenne, Sr. Tabibi, Sr. Tsuruoka, Sr. Tunkin,
Sir Humphrey Waldock y Sr. Yasseen.

Derecho de los tratados

(A/CN. 4/175 y Add. 1 a 3; A/CN. 4/177 y Add. 1;
A/CN. 4/L. 107)

(continuación)

[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 12 (Ratificación) (continuación)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a seguir
examinando el artículo 12.

2. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que, como prometió en la sesión anterior, ha preparado
un texto global que muestra las modificaciones que ha
propuesto respecto del artículo 12, y que dice así:

Párrafo 1

VARIANTE A

1. En principio, un tratado deberá ser ratificado por
los Estados interesados:

a) salvo que en el tratado mismo se prescribiere que
entrará en vigor en el momento de la firma o se esti-
pulare expresamente un procedimiento que no sea el de
la ratificación;

b) salvo que de la naturaleza del tratado, de la forma
del instrumento o de los instrumentos en que esté con-
signado, de los términos de los instrumentos de pleni-
potencia, de los trabajos preparatorios del tratado o de
las circunstancias de su celebración se dedujere clara-
mente la intención contraria.

VARIANTE B

1. Un tratado deberá ser ratificado:
a) cuando en el tratado mismo se previese expresa-

mente que estará sujeto a ratificación;
b) cuando la intención de que estará sujeto a ratifi-

cación se dedujere de la naturaleza del tratado y de la
forma del instrumento en que esté consignado, de los
términos de los instrumentos de plenipotencia de los re-
presentantes, de los trabajos preparatorios del tratado o
de las circunstancias de su celebración.

Párrafo 2

2. Entre las circunstancias que podrán tenerse en
cuenta con arreglo al apartado b del párrafo 1 figurará
la práctica establecida de los Estados interesados en los
tratados del mismo carácter que hayan concertado ante-
riormente entre ellos.

Párrafo 3

3. No obstante lo previsto en los párrafos prece-
dentes:

a) salvo que en un tratado se estipulare expresamente
que estará sujeto a ratificación, un Estado particular po-
drá considerarse obligado por su firma sola cuando de
los términos del instrumento de plenipotencia expedido
a su representante o de los trabajos preparatorios del
tratado se dedujere que los demás Estados interesados
han tenido conocimiento de que se tenía la intención de
que la firma de ese Estado tuviese fuerza obligatoria sin
la ratificación.

b) salvo que en un tratado se estipulare expresamente
que entrará en vigor en el momento de la firma, un Es-
tado particular podrá considerar que el tratado está su-
jeto a ratificación cuando de los términos del instrumento
de plenipotencia expedido a su representante o de los
trabajos preparatorios del tratado se dedujere que los de-
más Estados interesados han tenido conocimiento de que
se tenía la intención de que la firma del tratado por ese
Estado estuviere condicionada a la ratificación subsi-
guiente.

3. La variante A del párrafo 1 está en armonía con lo
que decidió la Comisión en su 14.° período de sesiones.
Simplifica el texto adoptado entonces ' y no hace refe-
rencia alguna a los tratados en forma simplificada como
concepto especial de derecho internacional.
4. La variante B invierte los términos por si la Comi-
sión estima que la norma queda mejor expresada de ese
modo. Los motivos están explicados en su informe, pá-
rrafos 4 y 5 de sus observaciones sobre el artículo 12
(A/CN.4/177).

5. El párrafo 2 se basa en las observaciones de los Go-
biernos de Dinamarca y los Estados Unidos de América
acerca de la práctica constitucional; la explicación co-
rrespondiente figura en el párrafo 7 de sus propias ob-
servaciones.

6. El párrafo 3 trata de una cuestión importante que
es más difícil de formular como norma general: el caso
de que un tratado sea negociado como sujeto a ratifica-
ción por una de las partes en tanto que las otras quedan
obligadas por la mera firma. El párrafo es un intento
de formular una disposición que recoja esa práctica.

1 Vid. párr. 81 de la 783.a sesión.
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7. El Sr. TSURUOKA tratará de responder a las dos
cuestiones principales que sobre el artículo 12 planteó
el Relator Especial en la sesión precedente.
8. El Relator Especial pidió primeramente a la Comi-
sión que decidiera cuál ha de ser la presunción cuando
un tratado no contenga disposiciones relativas expresa-
mente a la ratificación: que el tratado entre en vigor sin
ratificación o bien que sólo entre en vigor cuando sea ra-
tificado. Estima que esa cuestión es de poca importancia
práctica; raramente han surgido controversias al respecto
y aún es menos probable que surjan en lo futuro. En
efecto, si bien puede ocurrir cuando se concierta un tra-
tado bilateral que ambas partes olviden consignar en él
disposiciones sobre la entrada en vigor, en los tratados
multilaterales, que son ahora los más frecuentes, cuantas
más partes haya más probable será que por lo menos
a una de ellas se le ocurra plantear esa cuestión.
9. Desde un punto de vista teórico, el problema es
más bien de interpretación. Hay que averiguar la volun-
tad de las partes ya que según la norma fundamental
son ellas quienes deben decidir las condiciones de en-
trada en vigor del tratado.
10. Cuando las partes no exteriorizan su voluntad, la
solución tradicional es que el tratado sólo entre en vigor
una vez ratificado. Esta solución afianza la seguridad de
las transacciones internacionales, pero según otra teoría
existe en tales casos la presunción de que la firma basta
para que el tratado entre en vigor. Esa teoría tiene tam-
bién la ventaja considerable de acrecentar la eficacia de
la actividad diplomática.
11. En vista de la incertidumbre de la práctica y de la
doctrina, si la Comisión se decide por una de esas dos
teorías opuestas, su acción será de desarrollo más que
de codificación del derecho internacional; ahora bien,
el desarrollo progresivo del derecho internacional requie-
re suma cautela y reflexión. La Comisión habrá de pro-
ceder con seguridad al optar por uno u otro método.
12. También conviene tener en cuenta la efectividad
de la norma que se escoja. Al hablar de efectividad de
una norma de derecho internacional, piensa sobre todo
en el número de países que la acepten; si es demasiado
reducido, la norma no tendrá un ámbito de aplicación
suficiente y por tanto no será muy efectiva.
13. En vez de tratar de resolver el problema estable-
ciendo una norma de interpretación jurídica, convendría
plantearlo desde el punto de vista estrictamente práctico
ateniéndose a lo esencial. El Relator Especial ha dicho
en la sesión precedente que si la Comisión no se pro-
nuncia a ese respecto, será difícil hallar un texto satis-
factorio. De hecho, si la Comisión se abstiene de adoptar
un criterio y considera que se trata de un caso de in-
terpretación, su tarea será mucho más fácil y el Comité
de Redacción podrá ciertamente encontrar una fórmula
adecuada.

14. Si se admite que es sólo una cuestión de interpre-
tación, lo más sencillo sería referirse a los artículos sobre
interpretación de los tratados y estudiar si han de aña-
dírseles algunos detalles sobre ratificación.
15. La segunda cuestión a que desea referirse es si han
de mencionarse los tratados en forma simplificada. Tam-

bién en este caso el problema es menos espinoso si se
considera que es de interpretación. En los tratados no
consignados por escrito, de su propia forma se desprende
que entraran en vigor sin ratificación. Por lo menos hay
una presunción muy sólida en tal sentido.

16. El Sr. ROSENNE dice que ya expuso su criterio
sobre el fundamento teórico y sobre algunos aspectos
del texto en las sesiones 646.a, 660.a y 668.a 2, y en esta
última estimó necesario manifestar su completo desa-
cuerdo con el artículo aprobado, que a la sazón era el 10.
A pesar de haber estudiado detenidamente ese problema,
su actitud general sigue siendo la misma.
17. Es evidente que, desde el punto de vista de la
doctrina y de la práctica de los Estados, ambas posicio-
nes teóricas tienen el mismo peso. Será por tanto nece-
sario que el Comité de Redacción presente un texto que
obtenga el máximo apoyo y mantenga un equilibrio
entre los dos criterios doctrinales. Esa fue probablemente
la idea del Gobierno de Israel al declarar que a los ne-
gociadores incumbe esencialmente determinar si la rati-
ficación es o no es necesaria y que la cuestión puede ser
objeto de las negociaciones o preverse expresamente en
las estipulaciones de las plenipotencias de uno o de am-
bos negociadores (A/CN.4/175, sección I, 10, párr. 13).
Siempre es preciso determinar en cada caso si se requiere
ratificación y a quién incumbe. Esta idea está expresada
en los párrafos 2 y 3 del artículo 12, y en principio sigue
intacta en las nuevas propuestas del Relator Especial.
El Sr. Tsuruoka ha ido al meollo del asunto al hablar
de la interpretación.

18. El Gobierno danés ha hecho una observación muy
oportuna sobre la importancia de la práctica constitucio-
nal de cada Estado (A/CN.4/175, sección I, 7). Esta
cuestión puede suscitar en la práctica equívocos y difi-
cultades, por lo que convendría que la Comisión esta-
bleciese la norma correspondiente con arreglo a lo pro-
puesto por el Relator Especial en el párrafo 2 de su
nuevo texto. La mera existencia del problema trastorna
todo el planteamiento doctrinal abstracto, evidente en
la expresión «En principio, un tratado deberá ser rati-
ficado».

19. En vista de la dificultad de definir los tratados en
forma simplificada, no se opone a que se intente redactar
el artículo sin hacer tan abundantes referencias a ellos.
Conviene recordar, no obstante, que la inclusión del
concepto de tratados en forma simplificada en el texto
de 1962 fue parte principal de la fórmula de tran-
sacción.

20. Si se sigue creyendo necesaria una definición de
ratificación, debería dejarse en lo fundamental como
figura en el apartado d del párrafo 1 del artículo 1
(A/CN.4/L.107), pero él preferiría que se la incorpo-
rase al artículo 12.

21. Otro problema es el de la «orientación» del artícu-
lo, expresión que prefiere a la de «norma supletoria». Se
inclina por la variante B pero espera que no haga falta
una votación para escoger una u otra.

2 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I.
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22. Como se trata principalmente de una controversia
teórica y doctrinal, confía en que se pueda evitar un lar-
go debate y remitir el artículo al Comité de Redacción
dándole instrucciones muy generales para que elabore el
texto menos controvertible que pueda hallar, poniendo
en él de relieve los requisitos de orden práctico. El Co-
mité de Redacción habrá de empezar por enumerar las
situaciones en que es necesaria la ratificación y aquellas
en que no lo es. El verdadero problema será el de resol-
ver las situaciones no incluidas en esa lista. Si es preci-
so, puede abrirse un debate cuando el Comité de Redac-
ción presente su informe.

23. El Sr. CASTREN dice que el artículo sobre la ra-
tificación que la Comisión adoptó en 1962 era defec-
tuoso en varios aspectos; tratando de lograr una trans-
acción se redactó una disposición categórica requiriendo
la ratificación cuando el tratado nada diga al respecto,
y ni siquiera se hizo distinción alguna entre los tratados
de las distintas categorías. No obstante, la Comisión se
vio obligada inmediatamente a mencionar buen número
de excepciones, algunas de las cuales a su vez quedaban
sujetas a otras excepciones. No es sorprendente, por
tanto, que aquel artículo no haya dado satisfacción a
nadie, sobre todo en cuanto a su redacción, como se
desprende de las observaciones presentadas por los go-
biernos y como parece ser también la opinión general de
los miembros de la Comisión.

24. De las dos variantes propuestas por el Relator Es-
pecial para el párrafo 1, prefiere la variante B que es
más neutra porque se limita a enumerar los casos en que
el tratado deberá ser ratificado, bien porque el propio
tratado lo disponga expresamente, bien porque se presu-
ma que tal ha sido la intención de las partes. Estima
que, al aceptar esa variante, la Comisión no optaría por
el principio de que la ratificación es innecesaria pues la
fórmula propuesta en ese texto es aplicable a gran nú-
mero de tratados, especialmente a los más importantes.

25. Esa fórmula tiene también la ventaja de que difí-
cilmente podrá interpretarse como un intento de resolver
el problema de la ratificación en el derecho interno.
Como se ha señalado en la sesión precedente, cada Es-
tado tiene, en virtud de su soberanía, el derecho de pres-
cribir en su constitución las condiciones para la ratifica-
ción; ahora bien, si el tratado mismo prevé expresa o
implícitamente que debe ser ratificado, o si de las cir-
cunstancias de su celebración se deduce que ésa fue la
intención de las partes, todos los Estados interesados
estarán obligados internacionalmente por ese hecho o
por esa presunción jurídica y no podrán exigir que el
tratado entre en vigor hasta que todas las formalidades
de la ratificación se hayan cumplido tanto en el orden
interno como en el internacional. En consecuencia, pa-
rece que la variante B expresa cuanto hay que decir so-
bre la ratificación. No serviría de nada ir más lejos y
dar normas detalladas para unos cuantos casos espe-
ciales.

26. En consecuencia, no puede apoyar el párrafo 2
propuesto por el Relator Especial conforme a las suge-
rencias de los Gobiernos de Dinamarca y de los Estados
Unidos de América. Si la Comisión aceptase la idea ex-

presada en dicho párrafo, debería de incorporarla al pá-
rrafo precedente.
27. Tampoco acepta el párrafo 3 que el Relator Es-
pecial propone para responder a otras observaciones del
Gobierno danés. En efecto, se limita a repetir las normas,
principales del apartado b del párrafo 1. El único ele-
mento nuevo es el de que los demás Estados interesados
hayan «tenido conocimiento» de la intención de un Es-
tado de obligarse por la firma o bien sólo a reserva de
ratificación ulterior. En especial, el apartado a de ese
párrafo 3 no tiene mucha utilidad, porque el hecho de
que un Estado se considere obligado sólo por su firma
es asunto suyo y lo único que pueden hacer los otros
Estados interesados es congratularse de no tener que
esperar la ratificación.
28. En cuanto a si es necesario reconsiderar las defi-
niciones de «tratado en forma simplificada» o de «rati-
ficación», cree difícil que se puedan mejorar las que ya
se adoptaron. Los tratados en forma simplificada son
tan diversos que no hay criterio común a ellos aplicable.
Quizá fue ésa la razón de que en 1962 la Comisión se
limitase a citar algunos ejemplos sin formular una ver-
dadera definición. Como el texto propuesto por el Re-
lator Especial no menciona expresamente esos tratados,
de momento no es necesaria una definición. Tampoco es
completa la definición de ratificación adoptada en 1962,
pero en vista de la finalidad del proyecto, basta señalar,
como ya se ha hecho, que el acto por el cual un Estado
expresa el consentimiento de obligarse por un tratado
tiene carácter internacional.

29. El Sr. YASSEEN dice que el motivo principal de
que el texto del artículo 12 sea algo desmañado es que
se basa en una distinción entre tratados en debida for-
ma y tratados en forma simplificada. Si se prescindiera
de esa distinción podría llegarse a una fórmula satis-
factoria.

30. Acepta en su conjunto la versión revisada del Re-
lator Especial y prefiere la variante A para el párrafo 1
porque está convencido de que la norma general en de-
recho internacional es que la ratificación es necesaria
para que un tratado entre en vigor. Cierto es que mu-
chos tratados entran en vigor tan sólo por la firma, pero
si se considera la importancia en vez del número de
tratados se observará que todos los que son importan-
tes para los Estados están sujetos a ratificación. Por ello,
conviene salvaguardar los intereses de los Estados enun-
ciando el principio general aplicable cuando el tratado
no exija expresamente la ratificación.

31. Sin embargo, en vista de la tendencia moderna a
simplificar los trámites para la celebración de tratados,
es acertado consignar excepciones a la regla. Para poder
declarar que un tratado no exige ratificación es preciso
remitirse primero al texto del tratado mismo. Si en aquél
no hubiera disposiciones expresas al respecto, podría re-
currirse al método general de interpretación que la Co-
misión expone en los artículos 69 y 70, según el cual
han de tenerse en cuenta elementos extrínsecos al texto
del tratado.

32. El apartado b del párrafo 1 es discutible por su
referencia a los trabajos preparatorios ya que en éstos
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no puede basarse una obligación para las partes si la in-
tención que se deduce de esos trabajos no encuentra ex-
presión alguna en el texto del tratado mismo. Tal fue la
conclusión de la Corte Permanente de Justicia Interna-
cional que, en su opinión consultiva sobre la cuestión
del «Acceso y estacionamiento de navios de guerra po-
lacos en el puerto de Dantzig», declaró: «La Corte no
está dispuesta a aceptar el criterio de que el texto del
Tratado de Versalles pueda ampliarse haciendo entrar
en él estipulaciones que se dice fueron resultado de las
intenciones proclamadas por los autores del Tratado,
pero con respecto a las cuales no existe disposición al-
guna en el texto mismo» 3. En sus artículos sobre la in-
terpretación de los tratados, la Comisión asignó un papel
muy modesto a los trabajos preparatorios por lo cual
sus disposiciones sobre ratificación deben estar en con-
cordancia con esos artículos.
33. El párrafo 2 propuesto por el Relator Especial es
acertado y muy útil. Hubiera preferido que en él se men-
cionaran concretamente los requisitos constitucionales,
pero como ello suscitaría probablemente objeciones, está
bien que la Comisión se refiera a «la práctica estable-
cida de los Estados interesados en los tratados del mis-
mo carácter que hayan concertado anteriormente entre
ellos»; en efecto, esa práctica suele basarse en los requi-
sitos constitucionales.

34. En cuanto al párrafo 3 de la propuesta del Relator
Especial, conviene con el Sr. Castren en que el aparta-
do a apenas tiene utilidad alguna. El apartado b, por el
contrario, parece justificado porque en el caso a que se
refiere es importante para el Estado interesado que los
demás Estados tengan presentes las circunstancias que
demuestran que aquél no se obligaba sólo por su firma.
35. Con las salvedades que preceden, acepta la versión
revisada del artículo 12, variante A, quedando enten-
dido que el Comité de Redacción revisará el texto.

36. El Sr. PAREDES dice que la Comisión, en su afán
de elaborar un conjunto de normas de aceptación uni-
versal, no debe recurrir a fórmulas de transacción que
modifiquen sustancialmente el significado de los artícu-
los; ha de tener en cuenta la teoría y la doctrina. Por
consiguiente, no debe sentirse obligada por las opinio-
nes de ciertos gobiernos ya que sólo es responsable ante
la comunidad mundial. Las respuestas enviadas por los
gobiernos no guardan proporción con el número total de
Estados. Además, distan mucho de ser unánimes, sobre
todo por lo que respecta al artículo 12. No obstante,
como ha indicado el Relator Especial, la mayoría acepta
el requisito de la ratificación como principio básico.

37. Hay que tener presente la importancia de la rati-
ficación en el derecho constitucional de los diversos paí-
ses. En el Ecuador, por ejemplo, los trámites de la rati-
ficación exigen la intervención del Congreso sin cuyo
consentimiento no es posible, en virtud de principios de-
mocráticos, ratificar tratado alguno.

38. Por supuesto, la tendencia actual es a simplificar
la concertación de tratados. Ahora bien, hay que dis-
tinguir entre los tratados de gran importancia para un

país, que a su juicio requieren la ratificación con todos
sus trámites, y los tratados en forma simplificada. Ac-
tualmente, estos últimos, que pueden ser tratados comer-
ciales sobre un asunto determinado o abarcar materias
tales como préstamos en divisas fuertes o ayuda eco-
nómica, tienen tal alcance y variedad que la ratificación
puede resultar un procedimiento demasiado engorroso.
39. Por tanto, debe estimularse a los países para que
modifiquen sus constituciones, como en realidad es su
deber cada vez que contraen un compromiso dentro del
sistema de las Naciones Unidas. Para ello debe ponerse
a salvo la situación de los tratados del tipo más impor-
tante mediante una salvedad en el sentido de que la rati-
ficación es necesaria, a menos que no la exija el derecho
interno del país. No cree acertado dejar esta materia a
merced de la interpretación ya que ésta siempre resulta
difícil y a veces tendenciosa; sólo debe recurrirse a ella
cuando no queda otro remedio.
40. Es partidario de la variante A, que prevé también
el supuesto de que el tratado no mencione para nada la
ratificación. Es cierto que se deja a los Estados en li-
bertad para apartarse de la regla general y decidir que
en un caso determinado basta con la firma, sin necesidad
de ratificación. Sin embargo, esa regla debe enunciarse
con toda claridad ya que de otro modo hay el peligro de
que un Estado alegue una situación que en realidad no
prevea su derecho constitucional. A su juicio, un tratado
celebrado en esas circunstancias no tendría ninguna va-
lidez.

41. El Sr. TABIBI dice que, conforme a las delibera-
ciones de 1962 4, la Comisión debe aceptar el principio
de que la ratificación es necesaria. Sin embargo, tanto el
debate como las ulteriores observaciones de los gobier-
nos muestran que, de aceptar ese principio, habría tam-
bién que prever dos excepciones, a saber, los tratados en
forma simplificada y los casos en que las partes acuer-
dan prescindir de la ratificación.

42. Conviene enunciar con claridad la norma y las ex-
cepciones, porque los Estados pueden vacilar en aceptar
aquélla por temor a restar fuerza al gran número de
tratados en vigor que no han sido ratificados.
43. Hace falta una definición de los tratados en forma
simplificada. En 1962 la Comisión no hizo más que enu-
merar los tipos de tratados que cabía entender por tales.
También los gobiernos han sugerido que se simplifique
el artículo.

44. Está dispuesto a apoyar lo mismo la variante A
que la variante B, con tal de que se haga referencia cla-
ramente en el apartado b del párrafo 1 a los tratados
en forma simplificada.
45. Muchas razones abonan la necesidad de aceptar
el principio general de que la ratificación es necesaria.
Hasta el siglo xix, la firma del soberano o de su repre-
sentante se consideraba suficiente para que el tratado
entrase en vigor. En la actualidad, con la aparición de
los gobiernos constitucionales, es preciso respetar la vo-
luntad popular que encuentra su expresión en los órga-

» P.C.IJ. (1931), Series A/B, N.° 43, pág. 144.

4 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I, págs. 107 y siguientes.
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nos legislativos y esa voluntad se traduce en el requisito
de ratificación de los tratados.

46. El Sr. LACHS aprueba en general las razones que
han movido al Relator Especial a dar una nueva redac-
ción al artículo.
47. En cuanto a los tratados en forma simplificada,
conviene señalar que su número aumenta continuamente
hasta el punto de que hoy en día constituyen una ma-
yoría abrumadora entre todos los tratados e instrumen-
tos firmados por los Estados. Se plantea así una nueva
situación, y por razones puramente prácticas la Comi-
sión no debe ceder a la tentación de estipular la nece-
sidad de la ratificación. Se están desechando viejos prin-
cipios y surge una nueva práctica.
48. En los tratados bilaterales pueden darse cuatro su-
puestos. Primero, ambas partes ratifican; segundo, sólo
una parte ratifica y basta la firma de la otra; tercero, una
parte ratifica y la otra, en lugar de ratificar, adopta un
procedimiento de «aprobación»; cuarto, ambas partes
reconocen fuerza obligatoria a un tratado por el mero
hecho de firmarlo.
49. Conviene con el Sr. Reuter en que los gobiernos
no desean comprometerse de un modo u otro. La Co-
misión debe optar por un principio de interpretación y
no por una norma.
50. Debe descartarse la variante A, pero la variante B
podría ser la base de un texto aceptable.
51. También puede aceptar el párrafo 2, salvo las pa-
labras «entre ellos»; podrían asimismo tenerse en cuenta
a los efectos de este párrafo los tratados anteriores del
mismo carácter, aunque no hubieran sido concertados
entre las mismas partes.
52. Abriga serias dudas acerca del párrafo 3 y com-
parte el criterio del Sr. Castren. Los casos en que sólo la
firma crea una obligación para las partes deben figurar
en el artículo 10, en el contexto de la firma y sus efectos
jurídicos; el artículo 12 debería limitarse a la ratifica-
ción.

53. El Sr. TUNKIN dice que el principal problema es
determinar si existe en derecho internacional la norma
de que los tratados precisan ratificación. En 1962, la
Comisión aprobó una disposición que la exigía en prin-
cipio, disposición a la que entonces se opuso y a la que
sigue oponiéndose porque no existe tal norma en dere-
cho internacional.
54. En cuanto a los problemas teóricos que se plan-
tean, parece oportuno tratar brevemente del relativo a
los modos de expresión de la voluntad del Estado y su
repercusión en el derecho internacional. En la práctica,
la ratificación es uno de los modos, pero no el único, de
expresar el consentimiento definitivo de un Estado en
obligarse por un tratado. A la constitución de cada país
incumbe determinar quién puede expresar el consenti-
miento definitivo de un Estado y en qué forma ha de
hacerse. En la práctica ordinaria, son muchos los trata-
dos concertados sólo por ministros. No cree que el de-
recho internacional pueda prescribir a los Estados la
forma en que hayan de expresar su deseo de obligarse
por el tratado. Son los propios Estados quienes han de

decidir cuándo, en qué forma y por conducto de qué
órgano desean expresar su voluntad.
55. Desde un punto de vista práctico, es un hecho que
la inmensa mayoría de los tratados celebrados actual-
mente no exigen ratificación y que no todos ellos son en
forma simplificada; muchos reúnen todas las caracterís-
ticas y atributos de un tratado, tanto por lo que respecta
a la forma, según la definición aprobada por la Comi-
sión, como al fondo.
56. De aquí que la Comisión no deba aprobar una
disposición según la cual los Estados se desviarían de
los preceptos del derecho internacional al celebrar un
tratado no sujeto a ratificación. Mucho más próximo a
la práctica actual sería enunciar la norma de que la ra-
tificación sólo será necesaria cuando el propio tratado
así lo estipule. Por tanto, apoya la variante B del Re-
lator Especial por lo que se refiere al apartado a del pá-
rrafo 1. Ese texto enuncia la tesis fundamental de que la
ratificación se requiere cuando tal sea la voluntad de las
partes en el tratado.
57. Conforme a esa misma tesis, habrá que simplificar
y reelaborar el texto del apartado b del párrafo 1, indi-
cando las manifestaciones de voluntad del Estado o Es-
tados interesados que han de tenerse en cuenta a este
efecto. El actual texto de la variante B es demasiado
complicado y pretende determinar una voluntad que en
modo alguno ha sido expresada por el Estado; su im-
precisa formulación no sería de valor práctico alguno.
Cree que quizá fuera aconsejable que el apartado b del
párrafo 1 se limitase a decir que el tratado requiere ra-
tificación en dos casos: primero, cuando el instrumento
de plenipotencia de un representante limite de esa ma-
nera sus facultades; y segundo, cuando todas o algunas
de las partes en un tratado manifiesten la necesidad de
ratificación por lo que a ellas concierne. Así, las dispo-
siciones del párrafo 1 especificarían que la ratificación
es precisa cuando la voluntad de los respectivos Esta-
dos no esté meramente implícita sino claramente expre-
sada.

58. En cuanto a los tratados en forma simplificada,
también pueden requerir o no la ratificación según la
voluntad manifiesta de las partes. La enunciación de la
norma en este sentido satisfaría las exigencias del dere-
cho internacional, en particular la de la aprobación par-
lamentaria de la ratificación. Debe recordarse que las
disposiciones constitucionales en esta materia varían se-
gún los países; una fórmula como la que ha sugerido
permitiría a los representantes de los diversos Estados
actuar de conformidad con sus constituciones nacionales.
59. En cuanto a la aprobación, comparte el criterio
del Gobierno japonés (A/CN.4/175, sección I, 12) de
que debe tratarse juntamente con la ratificación y según
los mismos principios. Muchos tratados firmados por la
URSS estipulan la entrada en vigor cuando ambas par-
tes comunican su aprobación. El examen de los diver-
sos aspectos de la aprobación muestra claramente que
sólo cabe tratarla sobre la misma base que la ratifica-
ción; de hecho, la aprobación de un tratado podría sig-
nificar su ratificación por un país y su aprobación por
otro, según lo que dispongan sus constituciones respec-
tivas.
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60. El Sr. de LUNA se declara en gran parte de acuer-
do con el Sr. Lachs y con el Sr. Tunkin. Una de las ma-
yores dificultades proviene de la evolución de la ratifica-
ción, que en su origen fue un medio de que se valía el
monarca para fiscalizar los actos de su representante en
una transacción internacional; pero a partir de la Revo-
lución francesa cambió su carácter y ahora constituye
un medio para que los parlamentos fiscalicen los actos
del poder ejecutivo en la celebración de tratados. Ha de
recordarse que lo que el parlamento hace es otorgar su
consentimiento para la ratificación y no ratificar un tra-
tado firmado por el poder ejecutivo, como a la ligera se
afirma algunas veces.
61. Otro aspecto que debe recordarse es que no in-
cumbe al derecho internacional remediar las imperfec-
ciones de la organización interna de un Estado ni las
deficiencias de su gobierno; ello tampoco sería posible
pues el hecho de que el derecho internacional lo inten-
tara constituiría una injerencia en los asuntos internos
de un Estado.
62. Unas cuatro quintas partes de las obligaciones in-
ternacionales se contraen en la actualidad en virtud de
instrumentos que no están sujetos a ratificación. Por tan-
to, la Comisión no puede establecer la necesidad de la
ratificación como era de rigor hace unos treinta años.
Tampoco puede la Comisión declararla innecesaria.
Como han dicho el Sr. Rosenne y el Sr. Lachs, la Co-
misión debe eludir la enunciación de una norma en un
sentido o en otro, con objeto de no entorpecer el des-
arrollo del derecho internacional que en esta materia se
encuentra en proceso de evolución.
63. La práctica internacional ofrece muchos ejemplos
de demora en las relaciones internacionales debida a la
exigencia de la ratificación y a la necesidad de obtener
la aprobación del parlamento. Los pragmáticos han pre-
tendido resolver esos problemas en algunos países por
el procedimiento empírico de llamar a un tratado un
«acuerdo ejecutivo» y de utilizar el término «aproba-
ción» en lugar de «ratificación». Mediante ese simple
cambio terminológico, han conseguido eludir la necesi-
dad de aprobación parlamentaria. Puede citar dos ejem-
plos bien conocidos de acuerdos ejecutivos concertados
por los Estados Unidos: el Tratado de Paz de 1898 con
España5, y el Acuerdo de 1940 con la Gran Bretaña
sobre intercambio de contratorpederos por bases 6. Como
tales acuerdos ejecutivos, esos importantes instrumentos
no tuvieron que ser presentados al Senado para que, con
arreglo a la Constitución de los Estados Unidos, diera
su consentimiento a la ratificación por mayoría de dos
tercios.
64. A tenor de esos hechos la Comisión debe adoptar
un punto de vista completamente práctico. No puede
abordar el problema de la fiscalización parlamentaria de
los actos gubernativos en virtud de la constitución de un
Estado. Durante la Tercera República Francesa, cuando
estaban en vigor las leyes constitucionales de 1875,
Francia concertó de 4.000 a 5.000 tratados cuya cons-
titucionalidad según dichas leyes ha sido puesta en tela

5 Olivart, Colección de tratados, vol. XII, pág. 461.
6 Sociedad de las Naciones, Recueil des Traités, vol. 203,

página 202.

de juicio por los especialistas franceses en derecho cons-
titucional. No es lógico pretender que un Estado extran-
jero sepa interpretar la Constitución francesa mejor que
los propios juristas franceses.

65. Por consiguiente, apoya la variante B propuesta
por el Relator Especial. También apoya la fórmula sim-
plificada del Sr. Tunkin pero abriga algunas dudas sobre
la sugestión de que la voluntad de los Estados ha de ser
manifiesta. La inmensa mayoría de los acuerdos inter-
nacionales guardan silencio sobre la ratificación pero
ello se debe precisamente a que los Estados interesados
no desean mencionarla en absoluto, con objeto de eludir
las disposiciones constitucionales que exigen para la ra-
tificación la aprobación del Parlamento. Por ello no cree
que convenga en la práctica establecer la norma de que
los Estados han de manifestar expresamente su voluntad
al respecto.

66. El Sr. AGO advierte, por el giro de la discusión,
que el artículo 12 no llega a satisfacer del todo. Una de
las razones es que para saber si el consentimiento de un
Estado en obligarse se ha de expresar por un acto de
ratificación o por una firma, hay que recurrir a dos or-
denamientos jurídicos que son el derecho internacional
y el derecho interno. El derecho internacional puede in-
tervenir en el sentido de que el propio tratado estipule
la necesidad de la ratificación; la obligación de ratificar
queda entonces establecida, o por lo menos confirmada
por un acuerdo internacional. El derecho interno, por
su parte, puede prever que un tratado no tenga fuerza
de obligar para el Estado en tanto no se ratifique, o bien
que no haya necesidad de ratificarlo y que el consenti-
miento, por lo que se refiere a ese tratado, quede defini-
tivamente expresado por la firma.

67. Otra razón es que en la variante A figuran las pa-
labras «En principio». A su juicio, esas palabras no son
adecuadas: hay casos en que la ratificación es necesaria
y otros en que no lo es, según lo que dispongan el dere-
cho internacional o el derecho interno. Además, desde el
punto de vista del derecho internacional no es muy
adecuado utilizar las palabras «un tratado deberá ser
ratificado», puesto que es el derecho interno el que nor-
malmente establece esa obligación. Sería preferible co-
menzar con una frase como: «El consentimiento de un
Estado para obligarse por un tratado se expresará me-
diante...».

68. Por último, el descontento de algunos miembros de
la Comisión proviene de la idea de que sería necesario
optar entre dos fórmulas: el tratado en forma simplifi-
cada o un tratado más solemne. Ahora bien, la Comi-
sión no está obligada a expresar preferencia alguna, ni
siquiera a dar la impresión de que, a su juicio, la evolu-
ción futura será hacia una u otra solución. Es posible
que la práctica se desvíe cada vez más hacia una forma
simplificada, pero quizá los Estados no deseen recono-
cerlo expresamente, tanto más cuanto que el auge cre-
ciente de los tratados en forma simplificada se debe a
veces a una tendencia del poder ejecutivo a tratar de au-
mentar el número de casos en los que cabe concertar
tratados sin que se efectúe su ratificación, acto que casi
siempre ha de ser autorizado por el poder legislativo.
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69. ¿Cómo puede la Comisión superar esa dificultad?
Aunque aprueba en cuanto al fondo las propuestas del
Relator Especial, cree que la Comisión debería formular
las mismas ideas de un modo diferente.
70. Por su parte preferiría un artículo dividido en dos
párrafos, o bien dos artículos, el primero relativo a la
hipótesis de que se ratifique el tratado y el segundo al
supuesto en que baste la firma. El primer párrafo diría
lo siguiente:

«El consentimiento de un Estado para obligarse
por un tratado se expresará mediante un acto de ra-
tificación:

a) si el propio tratado estipulare expresamente
que habrá de ser ratificado;

b) si de la naturaleza del tratado y de la forma
del instrumento en que esté consignado se dedujere la
intención de que el tratado quede sujeto a ratifica-
ción;

c) si de las plenipotencias de los representantes
del Estado de que se trata, de los trabajos prepara-
torios del tratado o de las circunstancias de su cele-
bración se dedujere que los demás Estados interesa-
dos han tenido conocimiento de la intención de ese
Estado de someter el tratado a ratificación.»

71. Esa fórmula soslaya los escollos de la propuesta
del Relator Especial, pone de relieve que el consenti-
miento del Estado es lo que se expresa de ese modo
y además responde a las objeciones del Sr. Reuter. Cabe
en efecto la posibilidad de que determinado tratado en-
tre en vigor al ser ratificado por un Estado y firmado
únicamente por el otro.
72. El párrafo 2, contrapartida del párrafo 1, diría lo
siguiente:

«El consentimiento de un Estado para obligarse
por un tratado se expresará mediante la firma del
tratado:

a) si el propio tratado estipulare expresamente
que entrará en vigor en el momento de su firma;

b) si de la naturaleza del tratado y de la forma
del instrumento en que esté consignado se dedujere
la intención de que el tratado entre en vigor desde el
momento de su firma;

c) si de las plenipotencias de los representantes
del Estado de que se trata, de los trabajos prepara-
torios del tratado o de las circunstancias de su cele-
bración se dedujere que los demás Estados interesa-
dos han tenido conocimiento de la intención de ese
Estado de obligarse por la simple firma, sin necesi-
dad de ratificación.»

73. De este modo la Comisión, que no debe manifes-
tar preferencia por ninguna de las dos posibilidades,
adoptaría una posición de objetividad absoluta. Si la
Comisión desea a toda costa insertar una cláusula suple-
toria sobre la ratificación, cosa que él no aprueba, sería
fácil añadir al final del artículo una cláusula estipulando
que se presume la necesidad de ratificación en los casos
no previstos en el párrafo sobre la firma.
74. Si en el artículo 11 se hace la referencia debida a
los casos en que se expresa el consentimiento mediante
la firma, podría simplificarse mucho el artículo 12, que

mencionaría únicamente los casos en que el consenti-
miento se expresa mediante ratificación.
75. Por el momento se ha atenido a los términos de la
propuesta del Relator Especial en materia de instrumen-
tos, plenipotencias y circunstancias, pero está seguro de
que el Comité de Redacción podrá simplificar aún más
esa disposición.

76. El Sr. REUTER suscribe íntegramente las obser-
vaciones del Sr. Castren y el Sr. Lachs, con las precisio-
nes aportadas por el Sr. Tunkin y el Sr. de Luna; la
Comisión podría elaborar un texto satisfactorio con las
propuestas presentadas por el Relator Especial como va-
riante B para el párrafo 1.

77. En esta materia cabe distinguir tres normas de
derecho internacional. En primer lugar, el derecho inter-
nacional público reconoce varios procedimientos para
celebrar tratados; y hay que decir que la mayor dificul-
tad está en la forma de expresión. Desde luego, puede
darse a entender o bien referirse a la práctica internacio-
nal sin definir los distintos procedimientos. Asimismo,
como ha sugerido el Sr. Ago en la sesión anterior, la
Comisión podría decir que el derecho internacional ad-
mite tres modos de celebrar tratados: un procedimiento
muy breve que entraña un solo acto; otro breve que
comprende dos fases, el establecimiento del texto y el
compromiso definitivo; y otro procedimiento largo, que
consiste en establecer un texto, establecer la intención
de obligarse y finalmente contraer el compromiso. Quizá
no convenga proceder a una exposición detallada de esos
procedimientos aunque tenga la ventaja de resolver el
problema planteado por el Sr. Tunkin; en efecto, desde
el punto de vista del derecho internacional, aprobación
y ratificación tienen exactamente el mismo alcance pues-
to que ambas son declaraciones de un compromiso de-
finitivo.

78. Segundo, y esto conviene también expresarlo en
algún lugar del proyecto, cada Estado ha de dar a co-
nocer claramente el procedimiento que va a aplicar con
respecto a determinado acuerdo. Se trata de un derecho;
el de cada Estado a determinar, de manera general, en
su constitución el procedimiento que adopta en cada
caso particular, derecho que es al mismo tiempo una
obligación (que hasta ahora no se ha enunciado) ya que
el Estado debe indicar con claridad el procedimiento es-
cogido. Cabe concebir esa norma como obligatoria, en
cuyo caso la tercera norma sería innecesaria. Como ha
dicho el Sr. Tunkin, los elementos más importantes para
determinar la decisión de un Estado son el texto del tra-
tado y los instrumentos de plenipotencia, lo cual es
obvio puesto que así el Estado ejecuta la obligación que
tiene con respecto a las demás partes de indicar el pro-
cedimiento que desea aplicar. Evidentemente podría irse
aún más lejos y decir que son suficientes las dos reglas
que él acaba de enunciar: si el Estado, llegado el mo-
mento de indicar el procedimiento que ha escogido no lo
hace, existirá una presunción en favor de la validez del
acuerdo.

79. La tercera norma está implícita en el intento del
Relator Especial de indicar algunos criterios para la de-
terminación del procedimiento escogido por el Estado.
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Al Comité de Redacción corresponde enumerar esos cri-
terios; de esa manera desaparece el problema de esta-
blecer una norma complementaria. A su juicio, la Co-
misión no debe ni siquiera abordar el problema; hay
que evitar el empleo de expresiones como la de «trata-
dos en forma simplificada» que no existe en derecho
constitucional y que, aun pudiendo ser útil en ciertos ca-
sos, introduce aquí un elemento de confusión.
80. En conclusión, está de acuerdo en que la Comisión
elija la variante B propuesta por el Relator Especial,
pero no está seguro de que no deba también enunciar
otras normas.

81. El Sr. EL-ERIAN dice que en 1962, cuando ex-
puso su criterio acerca de la ratificación 7 insistió en que
la Comisión formulara una norma supletoria de carácter
general estableciendo que aquélla es necesaria salvo dis-
posición explícita o implícita en contrario.
82. Algunos miembros proponen ahora que la Comi-
sión siga un criterio pragmático y no adopte posición en
cuestiones de principio. A su juicio, el caso actual no
admite que se eludan las cuestiones de principio. El pá-
rrafo 4 del comentario al artículo 12 dice que es excep-
cional que se guarde un silencio total acerca del proble-
ma de la ratificación y que es muy reducido el número
de casos que han de regirse por una norma general8.
Por ello es claro que la formulación de una norma ge-
neral supletoria al respecto no originaría en la práctica
las dificultades que temen algunos miembros.
83. El Gobierno del Reino Unido ha expuesto su te-
mor de que las complicadas disposiciones de este artícu-
lo, tal como está redactado ahora, puedan suscitar di-
ficultades que no existen actualmente (A/CN.4/175,
sección I, 18). El problema, por tanto, no está en re-
solver con criterio pragmático las dificultades existentes;
se trata más bien de una cuestión de principio que debe
abordarse teniendo en cuenta el papel desempeñado por
la institución de la ratificación en las relaciones entre el
poder ejecutivo y el poder legislativo cuando se concier-
ta un tratado. El requisito de la aprobación parlamenta-
ria para la ratificación permite al Parlamento fiscalizar
los actos del poder ejecutivo cuando se concierta un tra-
tado. El proyecto de la Comisión debe reflejar la evolu-
ción de las disposiciones constitucionales en materia de
elaboración de tratados.

84. En cuanto a las preguntas hechas por el Relator
Especial a la Comisión, responde afirmativamente a la
primera, es decir, si se ha de enunciar una norma suple-
toria en el sentido de que se requiere la ratificación salvo
que se excluya explícita o implícitamente.
85. En cuanto a la cuestión de si la norma tradicional
ha perdido tanta fuerza, a causa de la enorme cantidad
de tratados concluidos por procedimientos simplificados,
que ya no puede mantenerse como norma básica, opina
que no hay por qué conceder a los tratados en forma
simplificada una importancia superior a la que realmente
merecen. Es indudable que la expansión de las relacio-
nes entre los Estados, especialmente en las esferas eco-

7 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I, pág. 102, párrs. 96 a 100.

8 Op. cit., vol. II, pág. 198.

nómica y técnica, ha conducido a una utilización cada
vez mayor de los tipos menos solemnes de tratados; pero
ello no debe modificar el carácter institucional de la ra-
tificación.
86. Las normas que se adopten han de tener cierta
flexibilidad. Algunos tratados disponen la entrada en vi-
gor provisional en el momento de la firma, y la entrada
en vigor definitiva en el momento de la ratificación. In-
cluso un canje de notas o cualquier otro acuerdo no so-
lemne utilizado por conveniencia práctica está a menudo
sujeto a ratificación, de suerte que la celebración de un
tratado en forma simplificada no supone forzosamente
la intención de prescindir de la ratificación. Por todas
estas razones, comparte el criterio del Relator Especial
de que no es necesario basar las normas en la distinción
entre tratados solemnes y tratados no solemnes.
87. El párrafo 2 del artículo 12 en su forma revisada
especifica algunas de las circunstancias de la celebración
de un tratado que pueden tenerse en cuenta para inter-
pretar la intención de las partes con respecto a la rati-
ficación. A su juicio, ese párrafo complica innecesaria-
mente el artículo y trata de un problema de interpreta-
ción que debe dejarse a los tribunales. La tarea de la
Comisión es elaborar normas y no interpretar la inten-
ción de las partes.
88. Debe simplificarse el artículo pero no distinguien-
do entre tratados solemnes y tratados no solemnes, como
sugieren algunos gobiernos, o invirtiendo la presunción
formulada en el artículo, como proponen otros. La fina-
lidad de esa simplificación habrá de ser evitar disposi-
ciones detalladas que prevean una complicada serie de
situaciones concretas con las excepciones correspondien-
tes, y establecer en cambio una regla general con ciertas
excepciones.
89. Ha escuchado con gran interés las intervenciones
del Sr. Tunkin y del Sr. Ago, pero se reserva su opinión
acerca de las propuestas de éstos hasta que las haya
visto por escrito.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.
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